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AL ILMO. SR, ALCALDE-PRESIDENTE DTL EXCMO. AYUNTAMIENTO

DE MoRóN DE LA FRoNTERA

El crupo Municipal AMA-Morón, con NIF G91950691, y Don Isidoro
Ignacio Albarreal Núñez, como Poltavoz de1 citado Grupo, conforme a 1o
establecido en el artículo 97.2 del Reglamento de Organización,
Funcionamiento y Régimen Juridir:o de las Entidades Locales, proponen
para su debate y aprobación en el Pleno Municipal del 20 de diciemb¡e de
2012, la siguiente Moción sobre:

SOLICITUD A LA DETENSORA DEL PUEBLO PARA LA INTERPOSICIóN
DE RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD CONTRA LA LEY
1O/2O12. pE 2() pE NOVTEITqIJRE. POR LA OUE SE R-EgULAN
DETERMINADAS TASAS EN EL AMBITO DE LA ADMINISTRACION DE
JUSTICIA

ExPosIcIóN DE Morwos¡

PRIMERO. Como es sabido, Ia Ley 10/2012, de 20 de noviembre, por la
que se regulan determinadas tasas en el ámbito de la Administración de
Justicia, condiciona la admisibilidad de las demandas iudiciales a la
prestación por parte del interesado de una "¿asa ¡ror el eierc¿cio de ¿d
potestad iurisdíccíonaL en los órdenes civil, contencíoso adminí'stratitto g
socidl" .

En cuanto al ámbito subjetivo de aplicación de esta norma
tributaria y procesal, quedan obligadas a su abono todas las personas.
tanto iurídicas como fisicas. con independencia de su real capacidad
económica, salvo que sean beneficiarias del derecho a la asistencia
ju¡ídica gratuita; y el importe de 1a tasa será de igual importe para
todas ellas. Quedan exentos de pago únicamente la inmensa mayoria de
las Administraciones hiblicas, las Cortes y Asambleas Legislativas, y el
Ministerio Fiscal.

En cuanto al ámbito objetivo, será exigible la tasa para la
interposición de demanda, de reconvención, recurso de los distrntos
procesos previstos en el o¡den civil y en el contencioso administrativo,
asi como a la interposición de los recursos de apelación y de casación
en el o¡den civil y contencioso administrativo y de los recursos de
suplicación y de casación en el orden social, incluyéndose por primera
vez el orden social en e1 ámbifo de las tasas judiciales; queda
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únicamente excluido de la aplicación de las tasas judiciales el orden
penal.

Para la determinación de su importe, la tasa consta de dos
partidas: 1) una cuota fiia en función del tipo el procedimiento, v 2) una
cuota va¡iable en lunción de Ia "cua¡rtía" del proceso.

Ambas se suman siempre en todos y cada uno de los casos.

En aplicación del apartado 1 del artículo 7, se establecen unas
cantidades fijas en función del tipo de actuación judicial, elevadisimas,
y ya de por si inconstitucionales e inaceptables: en civil: verbal 150 €,
ordinario 30O €, monitorios 100 €, ejecuciones y concursos 200 €,
apelación 800 €, casación 1.200 €; en contencioso administratrvo,
abreviado 2OO €, ordinario 350 €; en laboral, suplicación laboral 5OO €
y casación laboral 750 €.

Según el apartado 2 del artÍc o 7, a esa cuantía fija se a¡1ade una
tasa variable en cada instancia, que asciende al 0,5% de la cuantía
procesal hasta 1.o0o.ooo € y a partir de 1.000.000 € de cuantía
procesal el O,25 o/o d.e la misma (con el límite de 10.000 € por instancia).

SF,GUNDO. Dado el carácter universal e incondicionado de la tasa,
co¡sideramos que ta misma afecta y vulnera derechos
fu¡damentales constitucio¡aü¡rerrte reconocidos. Concretamente, la
tgualdad de todos los ciudada¡os ante la ley (art. 14 CE), el derecho a
la tutela judicial efectiva (art. 24 CE) y asÍ como a los Tratados y
Convenios Internacionales suscritos por ei Estado Español en materia
de acceso a la justicia, cuya interpretación y aplicación vincula a los
poderes públ icos (arr .  lo.2 CE).  asi :

- Los artículos 14 y 26 d.el Pacto Internacional de De¡echos Civiles
y Polít icos de 19 de Diciembr"e de 1966 (BOE núm. 103 de 30 de
Abril de 1977), conocido como la Declaración de Nueva York,
establecen la igualdad de 'Todas las personas ante la LeA g Cortes
de Justícia't igualdad que se cercena cuando se impide el acceso
a la justicia a aquellos interesados que no pueden hacer frente a
la elevada cuantía de las tasas judiciales.

- El artículo 9 (apartados 3, 4 y 5) de1 Convenio sobre el acceso a la
información, la participación del público en la toma de decisiones
y el acceso a la justicia en materia de medio anbiente, hecho en
Aarhus (Dinamarca), e1 25 de junio de 1998 (BOE núm. 40 de 16
de febrero de 2005. Este impone la obligación de que los
procedimientos judiciales de impugnación de "acciones u
omisiones de particulares o de autoridades públicas que vulneren
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las disposiciones del derecho medioambiental" ... sean " objetiuos,
equítatiuos a rdpídos sín que su costo sea prohíbítíuo" y exige
además la eliminació¡ de los obstáculos económicos que
obstaculicen el acceso a la iusticia. Evidentemente, un sistema
jurisdiccional que exija el previo depósito de una tasa "no
¡etornable" de una cuantía de entre 440 y 10.35O € en primera
instancia y con independencia de los costes de la defensa y
representación procesal (y aún en el caso de que los profesionales
renunciaren a sus honorariosrl infringe estos preceptos.

TERCERo. Si bien el Tribunal Constitucional se ha pronunciado a
favor del sistema de tasas judiciales, se ha referido exclusivamente a
personas jurídicas y no fisicas, y aún asi señala que la cuantía de las
tasas no puede se¡ tan elevada que obstaculice o impida el acceso a la
iusticia. Se trata de un criterio compartido en el marco de la Unión
Europea tal y como 1o consagra e,o el artículo 47 d,e la carta de los
derechos fundamentales, y en esta misma línea se ha pronunciado
también el T¡ibunal Europeo de Derechos Humanos.

Así, la Sentencia del Pleno del Tribunal Constitucional
20/2o12de 16 de febrero, dispuso que:

"es coftstltuclofl(,'l subordlndr lq prestación de lq
actividqd jurisdtcclonel en el orden clvil al qbono de
unrrs trrsc.s judiciales por Lt interposición de la derrlandd,
siempre que, en la lín,eo. de lq doctrlfla del Tribunq.l
Europeo d.e Derechos Eumanos iniciada q¡n Ia Sentencia
Kreuz contra Polonia, de 19 de junío de 2oo1 (asunto núm.
28249/95), A consolídada posteriormente (por todas, SSTEDH
de 26 de julío de 20O5, Kniat c. Polonía, qsunto 71731/01t 28
de nouiembre de 2006, Apostol c. Georgia, asunto 40765/ 02; A
9 de diciembre de 2010, Urba,Lek c. Austria, asunto 35123/os),
su cuqntía no sed excesla(I q lq luz d.e ld.s clrcunstqncl4s
propld.s de cadq cqso, de m,odo que no se impldq en ld
prdctica eI occeso a la jurisdlcclón o lo obsto,c¡¿llce en un
c(Iso concreto en téffilnos irrazonables."

Por tanto, lo que se resuelve es que imponer una pequeña tasa -la
que hasta ahora establecía el artículo 35 de la Ley 5312oo2, de 30 de
diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social a
entidades mercantiles con un elevado volumen de facturación- que
cont¡ibuyan a fina¡rciar la actividad jurisdiccional que conlleva juzgar
las demandas en las que reclaman derechos de contenido económico so
pena de no darles curso, no limita de un modo desproporcionado el
derecho de acceso a la jusücia, tanto en primera instancia como en
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recursos en los que e1 derecho a la tutela judicial efectiva existe en
menor grado.

Este criterio ha sido seguido por varias sentencias mas en
análogo sentido para resolver detalles relacionados (Sentencia n"
lO3l2012 de Tribunal Constitucional, Pleno, 9 de Mayo de 2012, sobre
tasas en recursos, Sentencia de Pleno 79/2OI2, de 17 de abril,
Sentencia n" 116/2012 de Tribunal Constitucional, Saia 1", 4 de Junio
de 2012, sobre tasas en la jurisdicción contencioso-administrativa) o
repetir la argumentación y la solución al tratarse del mismo tema
(Sentencia n" 85/2012 de Tribunal Constitucional, Pleno, 18 de Abril de
2012).

Sin embargo, a partir de la entrada en vigor de Ley lOl2Ol2,
de 2O de noviembre, por la que se regulan determinadas tasas en el
á¡nbito de la Administración de Justicia no cabe seguir habla¡do de
unas tasas de despreciable cuantía que se exige únicamente a
socledades con un volumen de facturació¡ superior a 8 millo!¡es de
eu¡os, sino por el contrario de tasas de elevadísimo importe
exigibles a TODAS las personas juridicas o fisicas con
independencia de su capac¡dad económica sin más excepciones
subjetivas que los beneficiarios de la justicia gratuita; cuantias
excesivas que en la práctica viene a impedir el acceso a la jurisdicción,
por lo que dicha Ley no supera el canon de coDstitucionalidad en
los té¡minos expuestos.

Tal y como ya ha ma¡ifestado el Tribunal Constitucional en la
reciente sentencia de 29 de octubre de 2012:

"s¿ se mosfr@se que l@ aiantíd de Ia tasa resulta tan eleuadct
que ímpide "en la práctica el ejerc¡.c¡o del d.erecho fundamental o
Io obstaculíza en un caso concreto en ténnínos íÍazonables, sí
cabia considerarla como incompatíble con eI aft. 24.1C8".

CUARTO. En definitiva, el acceso a la justicia es un derecho
constitucional fundamental y la restricción del acceso a los tribunales
que suponen las tasas por el eje¡cicio de la potestad jurisdiccional en
los órdenes civil, contencioso-administrativo y social impuestas por la
Ley 1O/2OI2, de 20 de noviernbre, por la que se regulan determinadas
tasas en el ámbito de la Administración de Jusücia supone una
auténtica vulneraclón del ejercicio del derecho a la tutela Judicial
efectiva, Ia desigualdad de los ci{¡dadanos ante la ley y la quiebra
del Estado de Derecho.
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En consecuencia, por la presente proponemos
A]runtamiento Pleno, la adopción de 10s siguientes

este

I
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I ACUERDOS:

1. Solicitar a la Defensora del Pueblo para que, en uso de la
legitimación que a la Insütución que preside le conheren los
artículos 162.a.a), 32. Uno de la LO 211979, de 3 de octubre, del
Tribunal Constitucional y 29 de la LO 3/1981, de 6 de abril del
Defensor del Pueblo, interponga recurso de lnconstitr¡cionalidad
contra la Ley lol2ol2, de 2() de noviembre, por la que se
regulan determinadas tasas en el ámbito de la Administración de
Justicia, por causar perjuicios e indefensiones irreparables a los
ciudadanos que van a ver impedido, por razones meramente
económicas, su derecho a obtener la tutela judicial efectiva.

2. Remitir los presentes acuerdos igualmente al Defenso¡ del Pueblo
Andaluz, con sede en la Avda. de Reyes Católicos 21 de Sevilla, para
que igualmente actúe en el ánbito de sus competencias.

En Morón de la Frontera, a 17 de diciembre de 2O 12.

Fdo.: Isidoro Ignacio Albarreal Núñez
Portavoz Municipal de AMA-Mo¡ón


